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“LXIV LEGISLATURA DE LA PERSPECTIVA DE GÉNERO” 
 

“2024, Año del XXV Aniversario de la Inscripción de la Ciudad Histórica Fortificada de Campeche en la Lista 
de Patrimonio Mundial de la UNESCO.” 

 
DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS Y DE ASUNTOS DE 
FAMILIA RELATIVO A UNA INICIATIVA PARA REFORMAR Y ADICIONAR 
DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY INTEGRAL PARA LAS PERSONAS 
CON DISCAPACIDAD DEL ESTADO DE CAMPECHE. 
 
HONORABLE ASAMBLEA: 
 
A la Comisión de Derechos Humanos y de Asuntos de Familia le fue turnado para 
estudio y análisis el expediente legislativo INI/395/LXIV/10/23, relativo a una 
Iniciativa para reformar las fracciones IV, VI, XII y XIII y adicionar las fracciones XIV, 
XV, XVI, XVII, XVIII y XIX del artículo 4 de la Ley Integral para las Personas con 
Discapacidad del Estado de Campeche, promovida por los diputados José Antonio 
Jiménez Gutiérrez, Ricardo Miguel Medina Farfán, Paul Alfredo Arce Ontiveros y 
Jorge Pérez Falconi de los grupos parlamentarios de los Partidos MORENA, 
Revolucionario Institucional y Movimiento Ciudadano. 
 
Por lo anterior, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 31, 33, 34, 41 y 42 
de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Campeche, esta Comisión 
de Derechos Humanos y de Asuntos de Familia emite el presente dictamen para 
que sea puesto a consideración del Pleno, de conformidad con la siguiente: 
 

METODOLOGÍA 
 
Atendiendo al imperativo del artículo 42 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo 
del Estado de Campeche, en lo que respecta a la obligación de redactar dictámenes 
claros y sencillos, sin dejar de observar los motivos, fundamentos jurídicos, así 
como la forma en que deben estar estructurados los dictámenes, es que por 
cuestión de orden del documento se propone una metodología dividida en las fases 
siguientes: 
 

Expediente N°: INI/395/LXIV/10/23. 
 

Asunto: Iniciativa para reformar y adicionar 
diversas disposiciones del artículo 4 de la Ley 
Integral para las Personas con Discapacidad del 
Estado de Campeche. 
 
Promoventes: Legisladores locales.  
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• ANTECEDENTES LEGISLATIVOS. Apartado en el que se relata 
cronológicamente las actividades legislativas desde la presentación de la 
iniciativa.  
 

• CONTENIDO DE LA INICIATIVA A DICTAMINAR. Incluye los argumentos 
principales de la propuesta analizada, así mismo se expone los alcances y 
efectos que pretende alcanzar.  

 
• CONSIDERACIONES. Este apartado analiza por parte de esta 

dictaminadora, los razonamientos, argumentos y valoración para aprobar, 
desechar o, en su caso, rediseñar o complementar las modificaciones 
propuestas en la iniciativa, y los consensos alcanzados entre los integrantes 
para arribar a la conclusión planteada.  

 
• IMPACTO PRESUPUESTAL. Este apartado analiza si la propuesta 

planteada contiene impacto económico para su realización y de existir el 
cumplimiento de la Ley en la materia.   

 
• TEXTO NORMATIVO Y RÉGIMEN TRANSITORIO. Se plantea el proyecto 

de Dictamen de la Comisión de Derechos Humanos y de Asuntos de Familia 
en sentido positivo, mismo que contiene el Proyecto de Decreto.  

 
I. ANTECEDENTES LEGISLATIVOS. 

 
1. El 12 de octubre de 2023 fue presentada a la Mesa Directiva del Congreso 

del Estado de Campeche la iniciativa para reformar las fracciones IV, VI, XII 
y XIII y adicionar las fracciones XIV, XV, XVI, XVII, XVIII y XIX del artículo 4 
de la Ley Integral para las Personas con Discapacidad del Estado de 
Campeche, dicha iniciativa fue signada por los diputados José Antonio 
Jiménez Gutiérrez, Ricardo Miguel Medina Farfán, Paul Alfredo Arce 
Ontiveros y Jorge Pérez Falconi, integrantes de los grupos parlamentarios de 
los Partidos MORENA, Revolucionario Institucional y Movimiento Ciudadano. 
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2. El 16 de octubre de 2023 se le dio lectura a dicha iniciativa en el pleno del 
Congreso del Estado de Campeche, turnándose para su análisis a la 
Comisión de Derechos Humanos y de Asuntos de Familia. 
 

3. El 10 de febrero del año en curso la Presidencia de esta Comisión de 
Derechos Humanos y de Asuntos de Familia convocó a sus integrantes para 
reunión de trabajo a celebrarse en este día con el objeto de resolver la 
iniciativa de cuenta. 

 
II. CONTENIDO DE LA INICIATIVA A DICTAMINAR. 

 

1. Las personas con discapacidad son aquellas que padecen alguna condición 

física, mental, intelectual o sensorial a largo plazo que, en interacción con diversas 

barreras, obstaculizan su participación plena y efectiva en la sociedad en igualdad 

de condiciones con los demás, de ahí que la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, las Convenciones y Tratados Internacionales suscritos por el 

Estado mexicano les reconozcan que sus derechos sean garantizados por las 

instituciones y agentes, quienes tienen la obligación de promoverlos de manera que 

se hagan efectivos. 

En ese tenor, es que los legisladores promoventes proponen integrar en el texto de 

la legislación encargada de la promoción y protección de las personas con 

discapacidad en el Estado, una serie de principios que habrán de observar las 

políticas públicas de nuestra Entidad, tales como el interés superior de la niñez; la 

participación, inclusión e integración plena y efectiva en la sociedad; la 

progresividad; la interseccionalidad; la universalidad; la corresponsabilidad; la 

interdependencia e indivisibilidad; el fomento a la vida independiente y el pro 

persona, así como los establecidos en la Constitución Política de los Estados Unidos 
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Mexicanos, la Constitución Política del Estado y los Tratados Internacionales 

ratificados por el Estado Mexicano.  

Planteamiento que se traduce en modificaciones al artículo 4 de la Ley Integral para 

las Personas con Discapacidad del Estado de Campeche.  

Luego entonces, a efecto de que esta comisión dictaminadora tenga mayor claridad 

sobre la iniciativa analizada se presenta el siguiente cuadro comparativo: 

Texto vigente  Texto propuesto 
ARTÍCULO 4.- Los principios que deberán observar 

las políticas públicas, son:  

I. La equidad;  

II. La justicia social;  

III. La igualdad de oportunidades;  

IV. El respeto a la evolución de las facultades de los 

niños y las niñas con discapacidad y de su derecho 

a preservar su identidad;  

V. El respeto de la dignidad inherente, la autonomía 

individual, incluida la libertad de tomar las propias 

decisiones y la independencia de las personas;  

VI. La participación e inclusión plenas y efectivas en 

la sociedad;  

VII. El respeto por la diferencia y la aceptación de la 

discapacidad como parte de la diversidad y la 

condición humana;  

VIII. La accesibilidad;  

IX. La no discriminación;  

X. La igualdad entre mujeres y hombres con 

discapacidad;  

XI. La transversalidad;  

XII. La progresividad; y  

XIII. Los demás que resulten aplicables. 

ARTÍCULO 4.- Los principios que deberán observar 

las políticas públicas, son:  

I. La equidad;  

II. La justicia social;  

III. La igualdad de oportunidades;  

IV. El interés superior de la niñez, así como el 

respeto a la evolución de sus facultades y el derecho 

a preservar su identidad;  

V. El respeto de la dignidad inherente, la autonomía 

individual, incluida la libertad de tomar las propias 

decisiones y la independencia de las personas;  
VI. La participación, inclusión e integración plena y 

efectiva en la sociedad;  

VII. El respeto por la diferencia y la aceptación de la 

discapacidad como parte de la diversidad y la 

condición humana;  

VIII. La accesibilidad;  

IX. La no discriminación;  

X. La igualdad entre mujeres y hombres con 

discapacidad;  

XI. La transversalidad;  

XII. La progresividad;   

XIII. La Interseccionalidad; 
XIV. La Universalidad; 
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XV. La Corresponsabilidad; 
XVI. La Interdependencia e Indivisibilidad; 
XVII. El fomento a la vida independiente; 
XVIII. El pro persona; y 
XIX. Los establecidos en la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, la 
Constitución Política del Estado, así como los 
Tratados Internacionales ratificados por el 
Estado mexicano y demás disposiciones que 

resulten aplicables. 

 
III. CONSIDERACIONES. 

 
PRIMERA. COMPETENCIA. 

Que la competencia del Congreso del Estado para legislar se encuentra reconocida 

en el artículo 54 fracción IV de la Constitución Política del Estado, que establece 

entre las facultades del Congreso legislar en todo lo concerniente a la administración 

pública del Estado, así como expedir los códigos, leyes y decretos que sean 

necesarios en materias civil, penal, administrativa, fiscal, hacendaria y demás ramas 

del derecho para hacer efectivas las facultades otorgadas por esta Constitución a 

los Poderes del Estado, los Gobiernos de sus Municipios y los órganos 

constitucionales autónomos estatales, con estricto respeto a las disposiciones de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo particular a las que 

establecen facultades legislativas exclusivas del Congreso General de los Estados 

Unidos Mexicanos y de sus Cámaras de Senadores y de Diputados.  

Luego entonces, esta Comisión de Derechos Humanos y de Asuntos de Familia es 

competente para conocer, estudiar, resolver y emitir el presente dictamen de 
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conformidad con lo dispuesto por los artículos 31, 32, 33, 34, 41 y 42 de la Ley 

Orgánica del Poder Legislativo del Estado. 

Disposiciones de las que se infiere que las comisiones ordinarias elaborarán 

dictámenes, informes y opiniones, respecto de los asuntos que se les turnan, y 

ejercen las facultades de información, control y evaluación que les correspondan. 

Además de que las competencias de las comisiones ordinarias conciernen en lo 

general a sus respectivas denominaciones; en su caso, corresponden a las 

atribuidas a cada una de las dependencias y entidades de la administración pública 

estatal, a los órganos constitucionales autónomos, a las dependencias y entidades 

de las administraciones municipales, o a cualquier otro ente público estatal según 

el instrumento de su creación. 

Luego entonces, al encontrarse la Comisión de Derechos Humanos y de Asuntos 

de Familia entre las comisiones ordinarias enumeradas en el artículo 34 de la Ley 

Orgánica del Poder Legislativo del Estado, es que se actualiza su competencia para 

poner en estado de resolución el asunto que nos ocupa.  

 

SEGUNDA. FACULTAD DE LOS PROMOVENTES. 

Sobre este aspecto, el artículo 46 de la Constitución Política del Estado de 

Campeche, permite que varios sujetos plenamente determinados cuenten con 

derecho para iniciar leyes o decretos, destacando, naturalmente, las y los diputados 

del Honorable Congreso del Estado de Campeche. 

De forma tal que, si la iniciativa a resolver fue presentada por los diputados José 

Antonio Jiménez Gutiérrez, Ricardo Miguel Medina Farfán, Paul Alfredo Arce 

Ontiveros y Jorge Pérez Falconi integrantes de los grupos parlamentarios de los 
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Partidos MORENA, Revolucionario Institucional y Movimiento Ciudadano, es 

indudable que la propuesta que dio origen a este dictamen es legítima por haber 

estado instada por sujetos con reconocimiento constitucional para iniciar leyes. 

TERCERA. PERTINENCIA DE LA REFORMA. 

La discapacidad es un término general “[…] que incluye a personas que tengan 

deficiencias físicas, mentales, intelectuales o sensoriales a largo plazo que, al 

interactuar con diversas barreras, pueden impedir su participación plena y efectiva 

en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás”. 

Las deficiencias son problemas que afectan una estructura o función corporal; por 

ejemplo, no oír. Las limitaciones de la actividad son dificultades para ejecutar 

acciones o tareas; por ejemplo, no poder subir escaleras. Por último, las 

restricciones de la participación son problemas para participar en situaciones vitales; 

por ejemplo, no educarse.  

Según la Organización Mundial de la Salud (OMS), se desprende la noción de que 

la discapacidad es un fenómeno complejo, multidimensional, que refleja una 

interacción entre las características del organismo humano y las características de 

la sociedad en la que se vive. 

Entre la amplia gama de discapacidades existentes, las más comunes son: la 

discapacidad visual, la discapacidad auditiva y del habla y la discapacidad de 

movilidad. De manera secundaria, pero no menos importante, se observa la 

discapacidad cognitiva, referida a los problemas relativos a las dificultades para el 

aprendizaje y la discapacidad psicosocial, relacionada con problemas de conducta. 

A menudo, una misma persona puede presentar más de una discapacidad. 



       

 
 

 
 
 
 
 
 

 

 

8 
 

A lo largo de las últimas décadas ha habido un cambio de percepción relevante 

acerca de las personas con discapacidad, pues se ha pasado de una percepción 

enfocada en el individuo, en su condición médica, a una que interpreta la 

discapacidad en su dimensión social, como grupo, y presta atención a las barreras 

físicas, institucionales y sociales que enfrentan las personas con discapacidad. Se 

puede hablar entonces de una transición de la visión de las personas con 

discapacidad, desde un “modelo médico” a un “modelo estructural”, sin que la 

condición médica y la condición social representen una dicotomía, más bien, el 

nuevo enfoque postula dar un peso relativo apropiado a los diferentes aspectos de 

la discapacidad. 

El enfoque bio-psicosocial, el cual rompe con el biomédico y asistencialista que 

existía, ha derivado en una visión contemporizada que hace énfasis en la protección 

y promoción de los derechos y de la inclusión social de las personas con 

discapacidad.  

Por esta razón, en esta última década se ha creado una estructura jurídica y 

normativa muy completa que refleja este cambio de visión y se corresponde mejor 

con el diseño e instrumentación de políticas públicas específicas dirigidas a la 

atención de este grupo de la población. 

No obstante, pese al reconocimiento jurídico de protección de los derechos de las 

personas con discapacidad que se ha logrado a lo largo de estos últimos años, en 

la práctica un importante número de personas sufren de vulnerabilidad social, de 

una mayor desigualdad de oportunidades y pueden ser sujetos, en mayor grado que 

otros grupos, de exclusión en el acceso a derechos sociales claves como la 

educación o el empleo. 
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Es por lo anterior que quienes dictaminan se pronuncian a favor de fortalecer el 

marco normativo local, encargado de la protección de los derechos de las personas 

con discapacidad, a afecto de incorporar dentro de sus disposiciones principios tales 

como: 

• Corresponsabilidad, que permite compartir la responsabilidad entre los 

actores en el desarrollo o vida de otro grupo de la sociedad; 

• Independencia, que implica la libertad de tomar las propias decisiones; 

• Indivisibilidad, que se refiere a que los derechos humanos poseen un carácter 

inseparable, pues son parte del ser humano y derivan de la dignidad de éste; 

• Interdependencia, con la implicación de que los derechos se encuentran 

ligados entre sí, de tal manera que todos los derechos tienen el mismo valor, 

es decir que el Estado debe garantizar integralmente todos los derechos; 

• Interés Superior de la Niñez, que busca la mayor satisfacción de todas las 

necesidades de niñas, niños y adolescentes, en el marco del respeto a sus 

derechos; 

• Interseccionalidad, que implica garantizar las mismas condiciones y los 

mismos derechos de todas las personas;    

• Progresividad, que implica el gradual progreso para lograr el pleno 

cumplimiento de los derechos humanos, es decir, que para el cumplimiento 

de ciertos derechos se requiere la toma de medidas a corto, mediano y largo 

plazo;  

• Pro persona, que consiste en preferir la norma o criterio más amplio en la 

protección de derechos humanos y la norma o criterio que menos restrinja el 

goce de los mismos; y 
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• Universalidad, cuyo significado es que los derechos corresponden a todas 

las personas por igual, es decir, que todos somos iguales y por lo tanto 

tenemos los mismos derechos. 

Resultando a todas luces pertinente la adopción de éstos en el artículo 4 de la Ley 

Integral para las Personas con Discapacidad del Estado, por tratarse de la 

legislación que protege los derechos humanos de las personas con discapacidad, 

buscando con ello el promover y garantizar el pleno ejercicio y disfrute de los 

derechos humanos de ese sector vulnerable de la población, a través de políticas 

públicas que tengan como ejes rectores los principios que por esta vía se incluyen 

al ordenamiento legal que nos ocupa, buscando con ello generar condiciones que 

permitan una sociedad más justa e inclusiva, en donde ninguna persona sea sujeto 

de discriminación, ni vea vulnerado el ejercicio y goce de sus derechos humanos 

debido a su condición de discapacitada. 

 
CUARTA. ANÁLISIS DE CONSTITUCIONALIDAD Y LEGALIDAD. 

La Declaración Universal de los Derechos Humanos, aprobada por la Asamblea 

General de la Organización de las Naciones Unidas estableció la protección de los 

derechos humanos de las personas.  

En ese mismo tenor, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y, el 

Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales contemplan 

dentro de sus disposiciones el compromiso de garantizar el ejercicio de los derechos 

que en ellos se enuncian, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, 

idioma, religión, origen nacional o social, nacimiento o cualquier otra condición 

social. Además de que establecen que se debe garantizar a hombres y mujeres la 

igualdad en el goce de todos sus derechos ya sean políticos, civiles, económicos, 
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sociales y culturales, por lo que todas las personas son titulares de los derechos 

humanos, los cuales son universales. 

En ese sentido, la Asamblea General de las Naciones Unidas en su resolución 

32/130 reafirmó que todos los derechos humanos y libertades fundamentales están 

interrelacionados y son indivisibles. 

En 1993, durante la Convención Mundial de Derechos Humanos se aprobó la 

Declaración y Programa de Viena, en la cual en su numeral 5 precisó que “Todos 

los derechos humanos son universales, indivisibles e interdependientes y están 

relacionados entre sí”. 

En esa dinámica en el año 2011, en México se realizaron importantes 

modificaciones a la Constitución Política Federal en materia de derechos humanos, 

elevando a rango constitucional el reconocimiento de aquellos contenidos en la 

propia Carta Magna federal, así como en los Tratados Internacionales de los que el 

Estado Mexicano sea parte, en cuyo artículo 1° quedó establecido que: “En los 

Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos 

reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el 

Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo 

ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las 

condiciones que esta Constitución establece. Las normas relativas a los derechos 

humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución y con los tratados 

internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la 
protección más amplia. Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, 

tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos 

humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, 
indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, 
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investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los 

términos que establezca la ley…..”  “…Queda prohibida toda discriminación 

motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la 

condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias 

sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y 

tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas.”  

Ahora bien, sobre el tema particular de personas con discapacidad la Organización 

de las Naciones Unidas (ONU) promovió desde 2006, la “Convención Internacional 

sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad”, la cual está vigente desde 

mayo del 2008 y ha sido ratificada por 175 países. 

Con esta Convención se creó un marco normativo supranacional para la promoción, 

protección y aseguramiento de los derechos humanos y el disfrute de las libertades 

fundamentales de las personas con discapacidad. 

En ella se menciona que las personas con discapacidad gozan plenamente de “las 

condiciones de igualdad de todos los derechos humanos y libertades 

fundamentales, y del respeto de su dignidad inherente.” Asimismo, las personas con 

discapacidad tienen derecho al respeto de su dignidad, a la autonomía individual, a 

la no discriminación, a la inclusión y la participación en la sociedad, a la igualdad de 

oportunidades, la accesibilidad, el respeto a la evolución de las facultades de los 

niños y las niñas con discapacidad y de su derecho a preservar su identidad. 

Es por ello que los Estados parte al ratificar esta Convención adquieren el 

compromiso de cumplir una serie de obligaciones entre las que se cuentan: 
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1.- Adoptar las medidas legislativas, administrativas y de otra índole que sean 

pertinentes para hacer efectivos los derechos de las personas con discapacidad. 

2.- Tener en cuenta en todas las políticas y en todos los programas, la protección y 

promoción de los derechos humanos de las personas con discapacidad. 

3.- Tomar las medidas pertinentes para que ninguna persona, organización o 

empresa privada discrimine por motivos de discapacidad. 

4.- Proporcionar información que sea accesible para las personas con discapacidad 

sobre ayudas a la movilidad, dispositivos técnicos y otras tecnologías de apoyo. 

5.- Promover la formación de profesionales y del recurso humano que trabajan con 

las personas con discapacidad, a fin de mejorar la asistencia y los servicios 

brindados. 

6.- Adoptar las medidas, en cuanto a recursos disponibles, para asegurar el 

cumplimiento de los derechos económicos, sociales y culturales de las personas 

con discapacidad (ONU, 2006, pp. 6-7). 

En ese tenor, la adhesión a los instrumentos jurídicos y normativos internacionales 

y regionales en materia de derechos y políticas para las personas con discapacidad 

se ha complementado con la creación de instrumentos legislativos propios de cada 

país.  

Por esta razón, México cuenta con leyes, normativas y disposiciones particulares, 

las cuales refuerzan esos derechos, a la vez que otorgan una base jurídica a las 

instituciones responsables de las políticas públicas en esta materia. 
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Circunstancia a la que el Estado de Campeche no ha sido ajena, pues en su 

oportunidad expidió la Ley Integral para las Personas con Discapacidad del Estado, 

la cual tiene fundamento en el artículo 1° de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos y en la Ley General para la Inclusión de las Personas con 

Discapacidad, cuyo objeto, entre otros, es promover, garantizar y proteger el pleno 

ejercicio y disfrute de los derechos humanos y libertades fundamentales de las 

personas con discapacidad, en un marco de respeto, igualdad y de equiparación de 

oportunidades, para favorecer su desarrollo integral y su plena integración a todos 

los ámbitos del medio social, así como desarrollar todo tipo de acciones, 

mecanismos y políticas públicas destinadas a mejorar el bienestar de las personas 

con discapacidad.   

Luego entonces, y toda vez que las reformas y adiciones que se proponen al artículo 

4 de la Ley Integral en cita, consisten en incorporar en dicho numeral los principios 

de interés superior de la niñez; participación, inclusión e integración plena y efectiva 

en la sociedad; progresividad; interseccionalidad; universalidad; 

corresponsabilidad; interdependencia e indivisibilidad; fomento a la vida 

independiente; pro persona y todos aquellos establecidos en la Constitución Política 

Federal y en la particular del Estado, así como en los Tratados Internacionales 

ratificados por el Estado mexicano, y tomando en consideración lo preceptuado en 

los instrumentos internacionales en la materia a que se ha hecho alusión y lo 

consagrado en el artículo 1° de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, así como en la Ley General para la Inclusión de las Personas con 

Discapacidad, que tiene por  objeto reglamentar en lo conducente, el artículo 1o. de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos estableciendo las 

condiciones en las que el Estado deberá promover, proteger y asegurar el pleno 

ejercicio de los derechos humanos y libertades fundamentales de las personas con 
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discapacidad, para efecto de garantizar su completa inclusión a la sociedad de 

manera respetuosa, igualitaria y en un marco de oportunidades, siendo que la 

misma reconoce de manera enunciativa y no limitativa, a las personas con 

discapacidad sus derechos humanos y mandata el establecimiento de las políticas 

públicas necesarias para hacerlos efectivos, es que se arriba a la conclusión de que 

la propuesta de reformas y adiciones que nos ocupa es constitucional  y legalmente 

procedente, al atender con suma puntualidad al mandato constitucional y legal a 

que se ha hecho mención.  

Además de que al realizar tales ajustes normativos el Congreso local estaría dando 

cumplimiento a las disposiciones previstas en el marco de convencionalidad que 

establecen la obligación a los Estados de adoptar las medidas legislativas, 

administrativas y de otra índole que sean pertinentes para hacer efectivos los 

derechos de las personas con discapacidad.  

V. IMPACTO PRESUPUESTAL 

Que por cuanto a las disposiciones del artículo 23 de la Ley de Disciplina Financiera 

y Responsabilidad Hacendaria del Estado de Campeche y sus Municipios, así como 

por lo previsto en el artículo 16 de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades 

Federativas y los Municipios, los objetivos y alcances de las modificaciones que se 

proponen no tienen impacto presupuestal alguno adicional a los ya previstos en la 

Ley de Presupuesto de Egresos del Estado de Campeche para el ejercicio fiscal 

2024, condición jurídica que hace viable la aprobación de la iniciativa que nos 

ocupa.  

VI. TEXTO NORMATIVO Y RÉGIMEN TRANSITORIO. 
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Que efectuado el análisis de la propuesta indicada quienes dictaminan estiman 

procedente reformar las fracciones IV, VI, XII y XIII y adicionar las fracciones XIV, 

XV, XVI, XVII, XVIII y XIX al artículo 4 de la Ley Integral para las Personas con 

Discapacidad del Estado de Campeche, en los términos planteados por los 

promoventes. 

Bajo este orden de consideraciones se propone el siguiente proyecto de  

Decreto 

La LXIV Legislatura del Congreso del Estado de Campeche decreta: 

Número________ 
 
ÚNICO.- Se reforman las fracciones IV, VI, XII y XIII y se adicionan las fracciones 
XIV, XV, XVI, XVII, XVIII y XIX del artículo 4 de la Ley Integral para las Personas 
con Discapacidad del Estado de Campeche, para quedar como sigue:  
 
ARTÍCULO 4.- ………….. 
 

I. a III. ………………….. 

IV. El interés superior de la niñez, así como el respeto a la evolución de sus 
facultades y el derecho a preservar su identidad; 
 
V. ………………………… 
 
VI. La participación, inclusión e integración plena y efectiva en la sociedad; 
 
VII. a XI. …………………. 
 
XII. La progresividad; 
 



       

 
 

 
 
 
 
 
 

 

 

17 
 

XIII. La interseccionalidad; 
 
XIV. La universalidad; 
 
XV. La corresponsabilidad; 
 
XVI. La interdependencia e indivisibilidad; 
 
XVII. El fomento a la vida independiente; 
 
XVIII. El pro persona; y 
 
XIX. Los establecidos en la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, la Constitución Política del Estado, así como los Tratados 
Internacionales ratificados por el Estado mexicano y demás disposiciones 
que resulten aplicables.   

 
TRANSITORIOS 

 
Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su 
publicación en el Periódico Oficial del Estado.  
 
Artículo Segundo. Se derogan las disposiciones legales y reglamentarias de igual 
o menor jerarquía en lo que se opongan al presente decreto. 
  
 
ASÍ LO RESUELVE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS Y DE ASUNTOS 
DE FAMILIA EN LA CIUDAD DE SAN FRANCISCO DE CAMPECHE, CAMPECHE 
A LOS QUINCE DÍAS DEL MES DE FEBRERO DEL AÑO DOS MIL 
VEINTICUATRO. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
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COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS  
Y DE ASUNTOS DE FAMILIA 

 
 
 
 

Dip. Jorge Pérez Falconi. 
Presidente 

 
 
 
 

Dip. César Andrés González David. 
Secretario 

 Dip. Laura Baqueiro Ramos. 
Primera Vocal 

 
 
 
 

Dip. Teresa Farías González. 
Segunda Vocal 

  Dip. José Héctor Hernán Malavé Gamboa. 
        Tercer Vocal 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Nota: Esta hoja corresponde a la última página del expediente legislativo número expediente INI/395/LXIV/10/23, relativo a la 
Iniciativa para reformar y adicionar diversas disposiciones del artículo 4 de la Ley Integral para las Personas con Discapacidad 
del Estado de Campeche, promovida por legisladores locales.  


